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CONSEJO DE ESTADO
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN  CUARTA

Consejero ponente: HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS
Bogotá, D.C., Tres (3) de diciembre de dos mil nueve (2009)

Radicación: 
760012331000200504897-01

No Interno:
17122

Demandante:
SALUD TOTAL E.P.S.

Demandado:
MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI

F A L L O

La Sala decide el recurso de apelación interpuesto por la demandada contra la sentencia del 2 de noviembre de 2007, proferida por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, que negó la nulidad de los actos administrativos que rechazaron la solicitud de devolución de pago de lo no debido del impuesto de industria y comercio  de los bimestres 1º al 6º de 1996 y  1º al 4º de 2003, suscrita por Salud Total E.P.S.

ANTECEDENTES PROCESALES

La demanda

La sociedad SALUD TOTAL S.A. EP.S., formuló las siguientes pretensiones.

“PRIMERA: Que son nulos en su integridad los siguientes actos administrativos: 

a) La Resolución No. 0793 del 21 de JULIO de 2005, proferida por la Subdirectora Administrativa de Impuestos, Rentas y Catastro Municipal Dra. Nazly Amanda Mers Arguedas de la SECRETARIA (sic) DE HACIENDA- DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE HACIENDA MUNICIPAL de Cali, “Por medio de la cual se resuelve una solicitud de Devolución a la firma Salud Total EPS”, notificada por correo certificado el cual fue recibido en las instalaciones de Salud Total Sucursal Cali el día 29 de Julio de 2005, en la cual se negó a mi representada, la devolución de la suma de TRESCIENTOS SIETE MILLONES NOVECIENTOS SESENTA Y TRES MIL OCHENTA Y UN PESOS MONEDA CORRIENTE ($ 307,963,,081.oo (sic)), correspondiente al pago de parte del impuesto de industria y comercio de los bimestres 1 al 6 de 1996, 1997, 1998, 1999, 2000, 2001, 2002 y a los bimestres del 1 al 4 del año 2003.

SEGUNDA: Que como consecuencia de las anteriores declaraciones, se declare que el MUNICIPIO DE CALI – SECRETARIA (sic) DE HACIENDA, es responsable del restablecimiento del derecho a favor de SALUD TOTAL S.A. EPS, consistente en la devolución de la suma de TRESCIENTOS SIETE MILLONES NOVECIENTOS SESENTA Y TRES MIL OCHENTA Y UN PESOS MONEDA CORRIENTE ($ 307,963,081.oo), correspondiente al pago de parte del impuesto de industria y comercio de los bimestres 1 al 6 de 1996, 1997, 1998, 1999, 2000, 2001, 2002 y a los bimestres 1 al 4 del año 2003 o de la suma de dinero que determine el H. Tribunal, por ser dineros de la salud que no se encuentran gravados con el Impuesto de Industria y Comercio. Así mismo deberá reconocerse intereses corrientes desde el momento en que se realizaron los respectivos pagos y, a título de indemnización de perjuicios, intereses moratorios desde la fecha en que SALUD TOTAL S.A. EPS, presentó la solicitud de devolución de los citados recursos; o, los intereses que para tal efecto resuelva liquidar el H. Tribunal Administrativo.

TERCERA: Que en tal virtud se condene al MUNICIPIO DE CALI – SECRETARIA (sic) DE HACIENDA  a pagar los perjuicios de todo orden a favor de la sociedad demandante, de acuerdo con la determinación que el H. Tribunal señale, o que se determine por peritos dentro de ese juicio. Condena que deberá comprender tanto el daño emergente como el lucro cesante, y la cual deberá realizarse con la respectiva corrección monetaria e intereses que para tal efecto señale el H. Tribunal. 

CUARTA: Que el MUNICIPIO DE CALI – SECRETARIA (sic) DE HACIENDA deberá pagar todos los gastos y costas de este proceso. 

QUINTA: Que dentro del término de que trata el artículo 176 del C.C.A. y en las condiciones previstas por los artículos 177 y 178 del mismo Código, deberá ejecutarse y cumplirse la sentencia. ”

Invocó como normas violadas las siguientes:

· Artículos 48 y 49 de la Constitución Política;

· Artículos 182 y 205 de la Ley 100 de 1993 y,

· Artículos 2313, 2315, 2316, 2318 y 2319 del Código Civil.

Como concepto de violación afirmó que la Administración desconoció el artículo 48 de la Constitución política porque se negó a devolver el valor pagado a título de Impuesto de Industria y Comercio liquidado sobre los recursos que percibió la demandante por Unidades de Pago por Capitación UPC,  destinadas a la prestación de servicios de salud.

A partir de lo que la jurisprudencia ha dicho sobre el tema
, concluyó que la EPS SALUD TOTAL es una institución integrante del Sistema General de Seguridad Social en Salud y que, por tal razón, los ingresos que recibió por cotizaciones o unidades de pago por capitación pertenecen al Sistema General de Seguridad Social en Salud y no hacen parte de la base gravable del impuesto de industria y comercio. 

Precisó que los actos acusados incurrieron en una confusión conceptual sobre el tema al tomar por hecho que la exención alegada deviene de lo decidido en la sentencia C-1040 de 2003 por la Corte Constitucional y no del artículo 48 de la Constitución Política. El pronunciamiento de la Corte Constitucional reafirmó el sentido y alcance de la exención legal y constitucional preexistente.

Afirmó que si los dineros pagados por la EPS no estaban gravados con el impuesto de industria y comercio, se configuraba un “pago de lo no debido”. En consecuencia, la Administración no podía negar la solicitud de devolución con el argumento que los efectos de la sentencia C-1040/03 rigen hacia el futuro y que la prohibición de gravar los recursos pertenecientes al sistema se aplicaría a partir de la notificación de la sentencia. 

Adujo que al configurarse un pago de lo no debido, las normas aplicables para su devolución son las establecidas en el Código Civil y no las procedimentales tributarias locales invocadas por el municipio en su negativa. 

Consideró que debe aplicarse la excepción de ilegalidad con el fin de que se inapliquen los artículos 237 y 369 del Estatuto Tributario de Cali
, porque éstos se extralimitan en fijar unos términos que sólo la ley o los decretos ley pueden fijar para el caso de las devoluciones de pago de lo no debido. 

Contestación de la demanda

El municipio de Santiago de Cali contestó la demanda y se opuso a las pretensiones de la parte actora.

Precisó que la EPS no aportó prueba alguna que soportara las sumas cuya devolución solicitó por concepto de impuesto de industria y comercio de los periodos discutidos. 

Después de hacer un recuento legislativo y jurisprudencial sobre las exenciones en el impuesto de industria y comercio, afirmó que a partir de la Sentencia C-1040 de 2003 la Corte Constitucional determinó que  los recursos de las entidades que integran el Sistema de Seguridad Social en Salud no forman parte de la base del impuesto.

Dijo que los efectos de la sentencia C-1040 de 2003 son ex nunc, debido a que la Corte Constitucional guardó silencio en cuanto al efecto temporal de la decisión. Por consiguiente, no era pertinente que la actora solicitara la devolución del pago de lo no debido amparándose en los efectos retroactivos de la decisión. 

Precisó que si la actora consideraba que tenía saldos a su favor, debió solicitar la corrección de la liquidación privada de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 del Decreto Municipal 523 de 1999.

Añadió que la Administración Municipal, en uso de las facultades que el artículo 287 de la Constitución Política le otorga, mediante el Decreto 523 del 30 de junio de 1999 dispuso en su artículo 237 que la solicitud de devolución de pagos de lo no debido debe hacerse a mas tardar 2 años después de la fecha del pago efectivo, disposición que sirvió de fundamento para rechazar por extemporánea la solicitud elevada por la actora. 

LA SENTENCIA APELADA

El Tribunal Administrativo del Valle del Cauca decidió no acceder a las pretensiones de la demandante por las siguientes razones: 

A partir de lo dispuesto en el artículo 45 de la Ley 270 de 1996 y en sentencias de la Corte Constitucional, concluyó que los efectos de la sentencia C-1040 de 2003 son hacia el futuro, debido a que, al declarar la inexequibilidad parcial del artículo 111 de la Ley 788 de 2002, la Corte guardó silencio al respecto. 

Por lo tanto, consideró que no era procedente que la actora exigiera la aplicación retroactiva de la excepción contemplada en la sentencia de la Corte con el fin de obtener la restitución de lo pagado por concepto de impuesto de industria y comercio sobre los ingresos percibidos por UPC.

Dijo que con anterioridad a la declaratoria de inexequibilidad, el artículo 111 de la Ley 788 de 2002 gozaba de presunción de constitucionalidad, lo que significa que los dineros que hubieran sido recaudados por concepto de impuesto de industria y comercio sobre las UPC eran válidos y legales, lo que desvirtúa la supuesta obligatoriedad de su restitución. 

APELACIÓN

La parte actora interpuso recurso de apelación en contra de la sentencia del Tribunal. 

Dijo que el a quo no valoró integralmente los argumentos que fueron expuestos en la demanda, toda vez que limitó el problema jurídico al estudio de los efectos en el tiempo de la sentencia C-1040 de 2003.

Precisó que el derecho de no pagar el impuesto de industria y comercio sobre las UPC recibidas por la EPS no se originó con la sentencia C-1040 de 2003 que declaró la inexequibilidad parcial del artículo 111 de la Ley 788 de 2002, sino que con anterioridad a ésta existían normas constitucionales y legales que ordenaban que los dineros de la salud no fueran destinados para fines diferentes a la prestación de servicios de salud. 

Manifestó que la EPS en ningún momento invocó los efectos retroactivos de la sentencia para sustentar su solicitud de devolución, sino que indicó que con la declaratoria de inexequibilidad del artículo 111 ibídem, la disposición quedaba concordante con lo que la Constitución Política y la Ley 100 de 1993 dispusieron sobre la imposibilidad de gravar los recursos recibidos por UPC con el impuesto de industria y comercio. 

Dijo que el a quo  se abstuvo de efectuar un análisis jurídico frente al tema de la devolución del pago de lo no debido, objeto de su solicitud. 

Añadió que la EPS SALUD TOTAL no era sujeto pasivo del impuesto de industria y comercio sobre los ingresos recibidos por UPC. En consecuencia, el municipio de Santiago de Cali no podía negarse a devolver los pagos efectuados por dicho concepto durante las vigencias que se discuten. Sustenta su conclusión en un concepto emitido por la Sala de Consulta del Consejo de Estado del 4 de julio de 2002, expediente 1419.

Frente al término para solicitar la devolución del pago de lo no debido, indicó que la Administración debe aplicar el contemplado en el artículo 2536 del Código Civil para el caso de la prescripción de la acción ejecutiva, es decir, 10 años. Adujo que este término es independiente del término de firmeza de la declaración y del plazo para corregir las declaraciones privadas. 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN

La demandante reiteró los argumentos del recurso de apelación.

La demandada y el Ministerio Público no presentaron alegatos de conclusión. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA

De acuerdo con el recurso de apelación interpuesto por la demandante, corresponde a la Sala decidir si son nulos los actos administrativos demandados. 

Concretamente la controversia se centra en establecer si era procedente la devolución por pago de lo no debido a favor de la EPS SALUD TOTAL S.A., de las sumas que dijo pagar por concepto de Impuesto de Industria y Comercio, liquidadas sobre los ingresos percibidos por concepto de unidades de pago por capitación UPC 

Sobre el particular advierte la Sala que el artículo 365 de la Carta Política
 dispuso que los servicios públicos son inherentes a la finalidad social del Estado y que es deber de éste asegurar su prestación eficiente a todos los habitantes del territorio nacional. Por lo tanto, precisa la norma, los servicios públicos están sometidos al régimen jurídico que fije la ley y pueden ser prestados por el Estado, directa o indirectamente, por comunidades organizadas, o por particulares pero que, en todo caso, el Estado debe mantener la regulación, el control y la vigilancia de dichos servicios. 

En concordancia con esta disposición, el artículo  49 de la Carta Política dispone que la atención de la salud es un servicio público a cargo del Estado, al que le corresponde organizar, dirigir y reglamentar la prestación de los servicios de salud a los habitantes conforme a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. También le corresponde establecer las políticas para la prestación de los servicios de salud por entidades privadas y ejercer su vigilancia y control, así como establecer las competencias de la Nación, las entidades territoriales y los particulares y determinar los aportes a su cargo en los términos y condiciones señalados en la ley. 

Precisamente, para garantizar la seguridad social integral en general y, en particular, la prestación del servicio público de salud, el artículo 48 de la Carta Política dispuso que la seguridad social podrá ser prestada por entidades públicas o privadas, de conformidad con la ley y que “no se podrán destinar ni utilizar los recursos de las instituciones de la Seguridad Social para fines diferentes a ella.” 

En desarrollo de las normas citadas, el Gobierno Nacional profirió la Ley 100 de 1993, por la cual se creó el sistema de seguridad social integral, en cuyo libro II reguló lo concerniente al Sistema General de Seguridad Social en Salud.

En el artículo 155 determinó que integraban dicho sistema, entre otros sujetos, las entidades promotoras de salud en calidad de organismos de administración y financiación y, las instituciones prestadoras de salud, en calidad de prestadoras del servicio público de salud.

En concordancia con esta disposición, el artículo 2 del Decreto 806 de 1998 dispuso que en desarrollo de los artículos 48 y 49 de la Constitución Política, al Estado le corresponde garantizar el conjunto de beneficios a que tienen derecho los afiliados derivados del servicio de salud como servicio público esencial, en forma directa o a través de terceros, con el objeto de proteger de manera efectiva el derecho a la salud. 

Precisó que ese conjunto de beneficios se agrupan en cinco tipos de planes diferentes a los cuales se accede dependiendo de la forma de participación en el Sistema, esto es, como afiliado cotizante, como afiliado beneficiario, como afiliado subsidiado, o como vinculado al Sistema General de Seguridad Social en Salud. 

Así, en el artículo 3º, definió los tipos de planes y precisó que “En el Sistema General de Seguridad Social en Salud como servicio público esencial existen únicamente los siguientes planes de beneficios: 

1. Plan de Atención Básica en Salud, PAB. 

2. Plan Obligatorio de Salud del Régimen Contributivo, POS. 

3. Plan Obligatorio de Salud del Régimen Subsidiado, POSS. 

4. Atención en accidentes de tránsito y eventos catastróficos. 

5. Atención inicial de urgencias.” 

Ahora bien, de conformidad con el artículo 177 de la Ley 100 de 1993, las Entidades Promotoras de Salud son las entidades responsables de la afiliación y el registro de los afiliados al Sistema de Seguridad Social en Salud y del recaudo de las cotizaciones que pagan los afiliados al régimen contributivo, por delegación del Fondo de Solidaridad y Garantía (FOSYGA). Por lo tanto, su función básica es organizar y garantizar, directa o indirectamente, la prestación del Plan de Salud Obligatorio a los afiliados y girar, dentro de los términos previstos en la Ley 100, la diferencia entre los ingresos por cotizaciones de sus afiliados y el valor de las correspondientes Unidades de Pago por Capitación al Fondo de Solidaridad y Garantía.

De los ingresos que perciben las EPS, de conformidad con el artículo 182 de la Ley 100 de 1993, el Sistema General de Seguridad Social en Salud reconoce a cada Entidad Promotora de Salud un valor per cápita, que se denomina Unidad de Pago por Capitación (UPC).  Esta Unidad se establece en función del perfil epidemiológico de la población relevante, de los riesgos cubiertos y de los costos de prestación del servicio en condiciones medias de calidad, tecnología y hotelería y corresponde definirla al Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud, de acuerdo con los estudios técnicos del Ministerio de Salud
. Estos recursos, conforme lo dispone el parágrafo de la citada norma, deben manejarse en cuentas independientes del resto de rentas y bienes de la entidad. 
En el esquema planteado y, teniendo en cuenta que dentro de los costos del servicio público de salud se encuentra el margen de utilidad, mediante el artículo 37 de la Ley 508 de 1999
 se reiteró la destinación específica de los recursos de la seguridad social pero también se facultó al gobierno nacional para que definiera, para todos los efectos legales, el concepto de ingreso bruto de las entidades que integraban el sistema de seguridad social en salud. Como esta ley fue declarada inexequible mediante sentencia C-557 de 2000 por vicios de forma, en el año 2002 se expidió la Ley 788 de 2002 en cuyo artículo 111 dispuso: 

“Artículo 111. En su condición de recursos de la seguridad social, no forman parte de la base gravable del impuesto de industria y comercio, los recursos  de las entidades integrantes del Sistema General de Seguridad Social en Salud, en el porcentaje de la Unidad de Pago por Capitación, UPC, destinado obligatoriamente a la prestación de servicios de salud, conforme a su destinación específica, como lo prevé el artículo 48 de la Constitución Política.

Este porcentaje será para estos efectos, el ochenta por ciento (80%) en el régimen contributivo y del ochenta y cinco (85%) de la UPC en el régimen subsidiado.”

Los apartes resaltados de la norma fueron declarados inexequibles por la Corte Constitucional en la sentencia C.1040 de 2003, en la que precisó:

“...Sin embargo, la actividad comercial o de servicios de la EPS no puede dar lugar al hecho generador del impuesto de industria y comercio cuando quiera que las mismas comprometen recursos de la Unidad de Pago por Capitación, pues según se explicó, en razón de su carácter parafiscal no constituyen ingresos propios de las EPS, quedando, en consecuencia, excluidos de todo gravamen. Por tanto, solamente habría lugar a aplicar el aludido impuesto sobre la actividad comercial y de servicios de las EPS que compromete recursos que excedan los destinados exclusivamente para prestación del POS, pues son ingresos propios de las EPS sobre los cuales puede recaer el citado gravamen impositivo, sin que se esté vulnerando el artículo 48 Superior. (…). 

En el presente caso la Administración Municipal afirma que la sentencia C-1040 de 2003 rige a futuro y que sólo a partir del momento de su notificación, los recursos de la seguridad social no hacen parte de la base gravable del impuesto de industria y comercio.

Sobre el particular la Sala precisa que si bien de conformidad con el artículo 45 de la Ley 270 de 1996 “Las sentencias que profiera la Corte Constitucional sobre los actos sujetos a su control en los términos del artículo 241 de la Constitución Política, tienen efectos hacia el futuro a menos que la Corte resuelva lo contrario”,  ha sido criterio reiterado de la Corte Constitucional que del artículo 48 de la Carta Política se deriva que los recursos de la seguridad social son recursos parafiscales de destinación específica. Esa doctrina judicial la viene planteado desde el año 1997, no surge a partir de la sentencia C-1040 de 2003.

En efecto, frente al carácter parafiscal de los recursos de la seguridad social en salud y su destinación específica, en la sentencia C-1040 del 2003, la Corte reiteró la doctrina de las C-577 de 1997, SU-480 de 1997, T-569 de 1999 y C-821 de 2001. Al respecto consideró:

“La cotización para la seguridad social en salud es fruto de la soberanía fiscal del Estado. Se cobra de manera obligatoria a un grupo determinado de personas, cuyos intereses o necesidades en salud se satisfacen con los recursos recaudados. Los recursos que se captan a través de esta cotización no entran a engrosar las arcas del presupuesto Nacional, pues tienen una especial afectación, y pueden ser verificados y administrados tanto por entes públicos como por personas de derecho privado. La tarifa de la contribución no se fija como una contraprestación equivalente al servicio que recibe el afiliado, sino como una forma de financiar colectiva y globalmente el sistema Nacional de seguridad social en salud.

“Las características de la cotización permiten afirmar que no se trata de un impuesto, dado que se impone a un grupo definido de personas para financiar un servicio público determinado. Se trata de un tributo con destinación específica, cuyos ingresos, por lo tanto, no entran a engrosar el Presupuesto Nacional. La cotización del sistema de salud tampoco es una tasa, como quiera que se trata de un tributo obligatorio y, de otra parte, no genera una contrapartida directa y equivalente por parte del Estado, pues su objetivo es el de asegurar la financiación de los entes públicos o privados encargados de prestar el servicio de salud a sus afiliados.

“Según las características de la cotización en seguridad social, se trata de una típica contribución parafiscal, distinta de los impuestos y las tasas. En efecto, constituye un gravamen fruto de la soberanía fiscal del Estado, que se cobra de manera obligatoria a un grupo de personas cuyas necesidades en salud se satisfacen con los recursos recaudados, pero que carece de una contraprestación equivalente al monto de la tarifa. Los recursos provenientes de la cotización de seguridad social no entran a engrosar las arcas del presupuesto Nacional, ya que se destinan a financiar el sistema general de seguridad social en salud”.
Enfáticamente sobre el mismo punto en la sentencia C- 821 de 2001, afirmó: 

“Los recursos del Sistema de Seguridad Social en Salud son rentas parafiscales porque son contribuciones que tienen como sujeto pasivo un sector específico de la población y se destinan para su beneficio, y conforme al principio de solidaridad, se establecen para aumentar la cobertura en la prestación del servicio de salud. El diseño del Sistema General de Seguridad Social en Salud define en forma específica los destinatarios, los beneficiarios y los servicios que cubre el Plan Obligatorio de Salud, todos elementos constitutivos de la renta parafiscal”
(…)

“18. Otra cosa diferente son los recursos que tanto las EPS como las IPS captan por los pagos de sobreaseguramiento o planes complementarios que los afiliados al régimen contributivo asumen a mutuo propio, por medio de un contrato individual con las entidades de salud para obtener servicios complementarios, por fuera de los previstos en el POS. Estos recursos y todos los demás que excedan los recursos exclusivos para prestación del POS son rentas que pueden ser gravadas con impuestos que den, a los recursos captados, una destinación diferente a la Seguridad Social. Las ganancias que las EPS y las IPS obtengan por la prestación de servicios diferentes a los previstos legal y jurisprudencialmente 
 como Plan Obligatorio de Salud no constituyen rentas parafiscales y por ende pueden ser gravados”.
Adicionalmente, esta Sala ha reconocido el derecho a la devolución de lo pagado de manera indebida a título de impuesto de industria y comercio, con fundamento en el artículo 48 de la Constitución Política
 , en las sentencias del 16 de julio de 2009, expediente 16655, CP. Martha Teresa Briceño de Valencia, del 17 de septiembre de 2003, expediente 13301, CP. María Inés Ortiz Barbosa y del 5 de noviembre de 2009, expediente 16591, CP. Hugo Fernando Bastidas Bárcenas.
Por tanto, no es pertinente el argumento expuesto por la entidad demandada como fundamento para desconocer la devolución de lo pagado indebidamente. 

De otra parte, respecto al término con que contaba la actora para solicitar la devolución, se precisa que el legislador en el artículo 66 de la Ley 383 de 1997, con el propósito de unificar el procedimiento en materia tributaria territorial, dispuso: 

“Artículo 66. Administración y Control. Los municipios y distritos, para efectos de las declaraciones tributarias y los procesos de fiscalización, liquidación oficial, imposición de sanciones, discusión y cobro relacionados con los impuestos administrados por ellos, aplicarán los procedimientos establecidos en el Estatuto Tributario para los impuestos del orden nacional. “

Posteriormente, el artículo 59 de la Ley 788 de 2002, señaló: 

“Artículo 59. Procedimiento tributario territorial. Los departamentos y municipios aplicarán los procedimientos establecidos en el Estatuto Tributario Nacional, para la administración, determinación, discusión, cobro, devoluciones, régimen sancionatorio, incluida su imposición, a los impuestos por ellos administrados. Así mismo aplicarán el procedimiento administrativo de cobro a las multas, derechos y demás recursos territoriales. El monto de las sanciones y el término de la aplicación de los procedimientos anteriores, podrán disminuirse y simplificarse acorde con la naturaleza de sus tributos, y teniendo en cuenta la proporcionalidad de estas respecto del monto de los impuestos.”

De acuerdo con los anteriores artículos, es obligatorio para los distritos, municipios y departamentos aplicar los procedimientos que establece el Estatuto Tributario Nacional para la administración, determinación, discusión, cobro, devoluciones e imposición de sanciones.

La Corte Constitucional al analizar la constitucionalidad del artículo 66 de la Ley 383 de 1997 consideró: 

“… En efecto, la aplicación de las normas procedimentales establecidas en el Estatuto Tributario para los impuestos del orden nacional a las entidades territoriales, tiene como finalidad la unificación a nivel nacional del régimen procedimental, lo cual no excluye las reglamentaciones expedidas por las asambleas departamentales y por los concejos distritales y municipales en relación con los tributos y contribuciones que ellos administran, de conformidad con lo dispuesto en los Artículos 300 y 313 de la Carta. Ello al contrario de lo afirmado por los demandantes, constituye cabal desarrollo y concreción de uno de los principios constitucionales (preámbulo y Artículo 1º), según el cual Colombia se organiza en forma de República unitaria, por lo que la autonomía no puede realizarse por fuera de la organización unitaria del Estado, razón por la cual, en aras de darle seguridad, transparencia y efectividad al recaudo, administración y manejo de los impuestos y contribuciones, compete al legislador fijar un régimen procedimental único, aplicable tanto a tributos del nivel nacional, como a tributos del orden local. 

(…)

Por ende, de conformidad con el ordenamiento superior, en caso de oposición o contradicción entre normas procedimentales fijadas por los entes territoriales con aquellas dispuestas por el legislador, prevalecen estas últimas, por lo que en consecuencia, los órganos competentes de las entidades territoriales deberán ajustar y modificar su normatividad para hacerla concordante con la señalada por la ley. “

Se tiene entonces que, si bien el artículo 338 de la Constitución Política
 reconoce que los Concejos y Asambleas pueden establecer los tributos necesarios para el cumplimiento de sus fines dentro de los límites de la Constitución y la ley, en el ámbito procesal, en aras de mantener la unidad nacional, se sujetan a lo que el Estatuto Tributario Nacional regula para el efecto, y sólo a partir de la entrada en vigencia de la Ley 788 de 2002, pueden simplificar los términos de los procedimientos o el monto de las sanciones. 

En el caso del procedimiento para la devolución de pagos de lo no debido o pagos en exceso, esta Sala en sentencia del 12 de noviembre de 2004
 precisó “ (…)que tratándose de ejercer el derecho a devolución de pagos en exceso o de lo no debido, si bien no existe en la normatividad tributaria nacional disposición alguna que señale el término dentro del cual debe formularse la solicitud respectiva, se ha entendido que dicho término es el previsto para la prescripción de la acción ejecutiva de que tratan los artículos 2535 y 2536 del Código Civil; y precisamente por ello el Decreto 1000 de 1997 “por el cual se reglamenta parcialmente el procedimiento de las devoluciones  y compensaciones”, dispuso en sus artículos 11 y 21, que las solicitudes de devolución o compensación por pagos en exceso o de lo no debido “deberán presentarse dentro del término de prescripción de la acción ejecutiva, establecido en el artículo 2536 del Código Civil”, esto es dentro del término de diez años”. 
En el anterior contexto, se procede a analizar el caso concreto. Para el efecto, se destacan los siguientes hechos probados:

- La EPS SALUD TOTAL S.A. es una entidad prestadora del servicio público de salud que hace parte del Sistema General de Seguridad Social en Salud. Su objeto social principal se concreta en “organizar y garantizar, directa o indirectamente, la prestación del Plan Obligatorio de Salud a los afiliados tanto del régimen contributivo como del régimen subsidiado.”

- La EPS presentó con pago las siguientes declaraciones del impuesto de industria y comercio
.

	PERÍODO
	IMPUESTO PAGADO

	1996
	37.464.000

	1997
	71.009.000

	1998
	55.812.000

	1999
	37.495.000

	2000
	12.057.000

	2001
	20.245.000

	2002
	42.511.000

	2003
	39.482.908

	TOTAL

PAGADO
	316.075.908


· El día 5 de abril de 2004, la Representante Legal de SALUD TOTAL S.A. E.P.S. presentó ante el Coordinador del Área del Impuesto de Industria y Comercio de la Secretaría Distrital de Hacienda de Cali, solicitud de devolución de pago de lo no debido por concepto de impuesto de  industria y comercio correspondiente a los anteriores periodos por la suma de $ 307’963.081.

-  La anterior solicitud fue resuelta desfavorablemente mediante la Resolución 793 del 21 de julio de 2005, en la que determinó que los pagos cuya devolución se solicitó tienen causa legal en la Ley 14 de 1983. 

Igualmente precisó que la solicitud era extemporánea, porque de conformidad con el artículo 237 del Decreto Municipal 523 de 1999, el término para solicitar la devolución de pagos de lo no debido y pagos en exceso era de dos años contados a partir del momento en que se efectuó el pago. Añadió que la Administración, en ejercicio de la autonomía que le otorga la Constitución Política, podía establecer trámites especiales encaminados a agilizar la devolución de los impuestos municipales pagados y no causados o pagados en exceso. 

Hechas las anteriores precisiones, en el caso in examine se concluye que la empresa SALUD TOTAL EPS percibió para la prestación del servicio público de salud, recursos por concepto de las Unidades de Pago por Capitación, exención que, como precisa la Sala, no deviene de las consideraciones efectuadas en la sentencia C-1040 de 2003, sino de la misma Constitución Política (Artículo 48), que consagra la prohibición de destinar los recursos de la seguridad social para fines distintos al sistema.

Por consiguiente, la actora se encontraba en su derecho de solicitar la devolución de lo que pagó por impuesto de industria y comercio sobre las UPC percibidas en los bimestres 1 a 6 de 1996 a 2002 y 1 a 4 de 2003, toda vez que éstos carecían de una causa legal que justificara su recaudo por parte de la Administración Municipal. 

De otra parte, en cuanto al término con que contaba para solicitar la devolución, la Sala encuentra ajustado a derecho el argumento esgrimido por la parte actora, ya que, como lo ha afirmado esta Corporación, ésta debe presentarse dentro del término de prescripción de la acción ejecutiva establecido en el artículo 2536 del Código Civil, esto es, dentro del término de 10 años, o el del artículo 8º de la Ley 791 del 2002 (5 años), que modificó el anterior. 

Mediante sentencia del 12 de noviembre de 2004, expediente 11604, con ponencia del Dr. Juan Ángel Palacio Hincapié, esta Sala precisó

“De otra parte, está claro que tratándose de ejercer el derecho a devolución de pagos en exceso o de lo no debido, si bien no existe en la normatividad tributaria nacional disposición alguna que señale el término dentro del cual debe formularse la solicitud respectiva, se ha entendido que dicho término es el previsto para la prescripción de la acción ejecutiva de que tratan los artículos 2535 y 2536 del Código Civil; y precisamente por ello el Decreto 1000 de 1997 “por el cual se reglamenta parcialmente el procedimiento de las devoluciones  y compensaciones”, dispuso en sus artículos 11 y 21, que las solicitudes de devolución o compensación por pagos en exceso o de lo no debido “deberán presentarse dentro del término de prescripción de la acción ejecutiva, establecido en el artículo 2536 del Código Civil”, esto es dentro del término de diez años”. 
El anterior término se aplica por encima de cualquier norma del orden territorial que le sea contraria, inclusive del Decreto Municipal 523 de 1999, norma en que se fundamentó el acto acusado.

En consecuencia, la Administración Municipal no podía establecer, a través de normas de carácter local, un procedimiento distinto al que la ley consagró para el caso de las devoluciones o compensaciones de pagos de lo no debido o pagos en exceso, ya que las facultades que la Constitución y la ley le otorgaron no le permiten establecer, en manifiesta contradicción de lo que la ley dispone, un término distinto al allí previsto.

La Ley 788 de 2002, se reitera, facultó a las entidades territoriales para disminuir y simplificar los términos de los procedimientos acorde con la naturaleza de sus tributos, más no los términos de prescripción.

De tal forma que, para establecer si el término para presentar la solicitud de devolución se encontraba prescrito, debe analizarse cuál era el que aplicaba a cada periodo. Para el efecto, debe tenerse en cuenta que los pagos por concepto del impuesto de industria y comercio del periodo comprendido entre el año 1996
 y el 2002
, el término que había empezado a correr era de 10 años, que se vencían en el año 2006 para los pagos realizados en el año 1996 y, en el año 2012 para los pagos realizados en el 2002. En cambio, para las declaraciones que fueron presentadas en el año 2003
 el término de prescripción era de 5 años, es decir, vencía en el año 2008.

Si se tiene en cuenta que la solicitud de devolución de los pagos realizados por Impuesto de industria y comercio en los bimestres 1 a 6 de 1996 a 2002 y 1 a 4 de 2003 presentada por la EPS SALUD TOTAL S.A. fue presentada el 5 de abril de 2004, de acuerdo con las fechas de los pagos efectuados y los términos antes referidos, resulta evidente que ésta fue oportuna.


Con respecto al argumento que la Administración formuló en la contestación de la demanda, en el sentido de que la actora debió solicitar la corrección de las liquidaciones privadas para descontar los ingresos que había percibido por UPC,  de acuerdo con el procedimiento establecido en el artículo 34 del Decreto Municipal 523 de 1999
, la Sala no hará pronunciamiento alguno al respecto, toda vez que éste aspecto no fue objeto de discusión en la vía gubernativa y, además, porque la norma invocada no fue el fundamento de rechazo en el acto acusado.

Por lo expuesto, la Sala revocará la decisión apelada que negó las pretensiones de la demanda y, en su lugar, anulará los actos acusados. A título de restablecimiento del derecho se ordenará al Municipio de Santiago de Cali devolver las sumas pagadas indebidamente por la EPS SALUD TOTAL S.A. por concepto de impuesto de industria y comercio sobre las Unidades de Pago por Capitación percibidas en los bimestres 1 a 6 de 1996 a 2002 y 1 a 4 de 2003, previas las compensaciones a que haya lugar. 

Si bien el municipio manifiesta que la demandante no aportó las pruebas del monto de las sumas solicitadas en devolución, es menester precisar que este monto es verificable en la contabilidad de la actora. No se debe perder de vista que las EPS tienen la obligación de llevar en cuenta independiente del resto de rentas y bienes de la entidad, los recursos que perciben por UPC.

Por consiguiente, la liquidación de las sumas que se condena devolver, se adelantará mediante el trámite incidental que deberá promover  la demandante ante el a quo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 172 del C.C.A.

Por último, se observa que la demandante solicitó, además de la devolución de lo pagado indebidamente, el pago intereses de mora y la indexación sobre las sumas pagadas indebidamente. 

a) Intereses legales

Si bien, el  estatuto tributario nacional no regula la posibilidad de reconocer actualizaciones sobre valores que se haya ordenado devolver por pago de lo no debido, dicho ordenamiento, así como el Código Civil, sí permiten reconocer intereses legales sobre dichas sumas. 

En las sentencias del 23 de julio y del 13 de agosto de 2009, la Sección precisó que “El pago indebido de tributos genera una desvalorización monetaria, que debe ser resarcida con la respectiva actualización, que por originarse en sumas de dinero se presume en el 6% anual, de conformidad con el artículo 1617 del Código Civil.”
  

En este caso, tales intereses se causan a la tarifa del 6%, conforme lo previsto en el Código Civil
, desde la fecha en que se efectuó el pago hasta el momento en que se solicitó su devolución, para lo cual se aplicará la siguiente fórmula:

I= Vh. x N x 0.5%

Donde N es el número de meses transcurridos desde el pago indebido, hasta la fecha en que se presentó la solicitud de devolución.

b) Intereses moratorios

De acuerdo con el artículo 242 del Decreto 523 del 30 de junio de 1999
, éstos se causan desde la fecha de vencimiento del término legal para devolver (90 días)
 y hasta el momento en que la Administración efectúe el giro del cheque o consignación de la suma devuelta.

Como la solicitud de devolución fue presentada el 5 de abril de 2004, la Administración tenía plazo para devolver las sumas solicitadas hasta el 18 de agosto de 2004, momento a partir del cual se deberán reconocer intereses moratorios, hasta la fecha en que se efectúe el giro del cheque, emisión del título o consignación. 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta,  administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

F A L L A

1. REVÓCASE  la sentencia proferida en primera instancia por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca y, en su lugar, se dispone:

1. ANÚLASE la Resolución 793 del 21 de julio de 2005 proferida por el Departamento Administrativo de Hacienda del Municipio de  Santiago de Cali.

2. CONDÉNASE en abstracto al Municipio de Santiago de Cali y, en consecuencia, ORDÉNASE que a título de restablecimiento del derecho devuelva las sumas efectivamente pagadas indebidamente por la empresa SALUD TOTAL S.A.. E.P.S por concepto de impuesto de industria y comercio liquidados sobre las Unidades de Pago por Capitación percibidas en los bimestres 1 a 6 de 1996 a 2002 y 1 a 4 de 2003, previas las compensaciones a que haya lugar y junto con los intereses moratorios que se liquidarán conforme con lo dispuesto en el artículo 242 del Decreto Municipal 523 del 30 de junio de 1999,  y los intereses legales que se liquidarán conforme a lo precisado en el literal a) del acápite de intereses de la parte considerativa de esta providencia.

Para el efecto, la demandante deberá promover liquidación incidental ante el a quo conforme con lo dispuesto en el artículo 172 del C.C.A. 

2. RECONÓCESE personería para actuar en representación de SALUD TOTAL EPS S.A. al doctor DANNY MANUEL MOSCOTE ARAGÓN en los términos del poder a él conferido. 

Cópiese, notifíquese, comuníquese y devuélvase el expediente al Tribunal  de origen. Cúmplase.

Esta providencia se estudió y aprobó en la sesión de la fecha.

MARTHA TERESA BRICEÑO DE VALENCIA

Presidente

HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS

WILLIAM GIRALDO GIRALDO               
 HÉCTOR J. ROMERO DÍAZ     
SALVO VOTO

SALVAMENTO DE VOTO

DEL CONSEJERO WILLIAM GIRALDO GIRALDO

Bogotá D.C., catorce (14) de diciembre de dos mil nueve (2009)

Referencia
760012331000 2005 04897 01 (17122)

Actor: 
SALUD TOTAL S.A. E.P.S.

Consejero Ponente: HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS

Con todo respeto, me aparto de la decisión de la Sala, en cuanto consideró que procedía la devolución de los valores solicitados por la demandante, correspondientes al impuesto de industria y comercio pagados en el municipio de Cali.

La sentencia de la Corte Constitucional C-821 de 2001, que sirvió de fundamento para la decisión, señaló expresamente que los recursos propios de las EPS, que excedan aquellos ingresos exclusivos para la prestación del POS, son rentas que pueden ser gravadas.
En el presente caso, la demandante presentó sus declaraciones del impuesto de industria y comercio por los bimestres de 1996 al 2003, incluyendo ingresos que corresponden al sistema de seguridad social en salud, pero además, ingresos por concepto de otras actividades de naturaleza comercial, que no pueden considerarse excluidos del tributo.  Esto significa, que la sociedad SALUD TOTAL S.A. E.P.S. es sujeto pasivo del gravamen, como reconocen expresamente las partes y, por tanto, estaba obligada a declarar aquellos ingresos sujetos al impuesto de industria y comercio.

La declaraciones del impuesto de industria y comercio presentadas por la demandante se presumen ciertas, de conformidad con el artículo 746 del Estatuto Tributario, por tanto, no resulta aceptable que el mismo contribuyente alegue que su contenido es equivocado, sin modificarlas.
Para corregir los errores en las declaraciones, que implican disminuir el valor a pagar, como cuando se paga un impuesto de más, el artículo 589 del E.T. establece un procedimiento que exige solicitar a la Administración la corrección de la declaración.  La entidad está obligada a aceptar la corrección y sólo podrá objetarla por aspectos formales.  No puede oponerse a la corrección por asuntos sustanciales porque para eso existe el proceso de revisión que le garantiza al contribuyente el derecho de defensa.  En el presente caso, si la sociedad demandante consideraba que había incluido valores no debidos en sus declaraciones del impuesto de industria y comercio, debió acudir a este trámite con el fin de disminuir su valor a pagar.

El pago de lo no debido surge cuando se cancela un valor sin que exista causa legal para ello.  Sin que exista un título que contenga la obligación.  En el presente caso, las declaraciones del impuesto de industria y comercio presentadas por la demandante constituyen título ejecutivo, de conformidad con el numeral 1 del artículo 828 del E.T.  En ellas consta una obligación clara, expresa y exigible, proveniente del deudor, por concepto del mencionado tributo.  Esto significa que existe causa legal para el pago de las sumas que se reconocen en las declaraciones, lo que descarta que exista pago indebido.

El proceso de devoluciones es un proceso que sólo debe verificar aspectos formales y se debe limitar a comprobar si existe el saldo a favor en la declaración, por pago en exceso o de lo no debido.  En estos últimos casos, la administración confronta el valor a pagar que señala el título (declaración, liquidación oficial o sentencia) y cuánto se canceló efectivamente; si hay exceso, habrá un saldo a favor.   Si se hizo un pago y no hay título o el título no tiene efecto legal alguno (como las declaraciones de los no obligados o las que se tienen como no presentadas) habrá pago indebido.

En el presente caso, no hay pago indebido ni pago en exceso porque las declaraciones fueron válidamente presentadas, no fueron corregidas y en ellas consta que el valor a pagar fue el que efectivamente se canceló.   Por tanto, debió confirmarse la sentencia de primera instancia que negó las pretensiones de la demanda.

Es contradictorio que la providencia ordene un incidente para determinar los ingresos provenientes de UPC dentro de las declaraciones.  Esta es una carga procesal del demandante, que como incumplió impedía acceder a sus pretensiones, porque respecto de la cuantía no se agotó la vía gubernativa.

Por último, considero oportuno advertir, que no suscribí la Sentencia del 16 de julio de 2009, exp. 16655, que se reitera en esta ocasión.  Pero, en mi opinión, la Sala posteriormente modificó el criterio allí expuesto, en la Sentencia del 20 de agosto de 2009, exp. 16142.

Fecha ut supra.

WILLIAM GIRALDO GIRALDO

Este documento fue creado a partir del original obtenido en el Consejo de Estado. 
� Corte Constitucional, sentencia C-1040 de 2003. Consejo de Estado, sentencia del 17 de septiembre de 2003, CP. María Inés Ortiz Barbosa. 





� Decreto 523 de 1999:





“Artículo 237. Facultad para fijar trámites de devolución de impuestos. La Administración Municipal establecerá trámites especiales que agilicen la devolución de los impuestos municipales pagados y no causados o pagados en exceso. 





La solicitud de devolución deberá presentarse a mas tardar dos (2) años después de la fecha del pago efectivo.”





“Artículo 369. Devoluciones. Los contribuyentes del impuesto de industria y comercio administrado por la división de Rentas Municipales, podrán solicitar la devolución o compensación de los saldos a favor originados en declaraciones, en pagos en exceso o de lo no debido, mediante solicitud escrita firmada por el contribuyente representante legal o apoderado, ante el director de la División de Rentas, dentro de los dos (02) años siguientes al vencimiento del plazo para declarar o al momento del pago en exceso o de lo no debido según el caso…”


� La Corte Constitucional, en sentencia C-736 de 2007 dijo que “(…) de lo afirmado por el artículo 365 cuando indica que los servicios públicos “estarán sometidos al régimen jurídico que fije la ley, podrán ser prestados por el Estado, directa o indirectamente, por comunidades organizadas, o por particulares”, (…) entiende que el constituyente quiso definir que las personas o entidades que asuman la prestación de los servicios públicos tendrán no sólo un régimen jurídico especial, sino también una naturaleza jurídica especial; esta particular naturaleza y reglamentación jurídica encuentra su fundamento en la necesidad de hacer realidad la finalidad social que es definida por la misma Carta como objetivo de la adecuada prestación de los servicios públicos. De lo anterior se desprende que cuando el Estado asume directamente o participa con los particulares en dicho cometido, las entidades que surgen para estos efectos también se revisten de ese carácter especial y quedan sujetas a la reglamentación jurídica particularmente diseñada para la prestación adecuada de los servicios públicos.(…)”





� Hoy Ministerio de  la Protección Social.





� Artículo 37. Concepto de ingreso bruto. Los recursos de la seguridad social, conforme con su destinación específica, no se podrán destinar a otros fines. El Gobierno Nacional determinará, para todos los efectos legales, el concepto de ingreso bruto de las entidades que integran el sistema de seguridad social en salud.





� Para la definición jurisprudencial de aspectos que debe contemplar el POS se puede consultar entre otras la sentencia T-108 de 1999.





� ARTICULO    48.  � HYPERLINK "http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=17236" \l "0" �Adicionado por el Acto Legislativo 01 de 2005� . Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la Seguridad Social. 





El Estado, con la participación de los particulares, ampliará progresivamente la cobertura de la Seguridad Social que comprenderá la prestación de los servicios en la forma que determine la Ley. 





La Seguridad Social podrá ser prestada por entidades públicas o privadas, de conformidad con la ley. No se podrán destinar ni utilizar los recursos de las instituciones de la Seguridad Social para fines diferentes a ella. 





La ley definirá los medios para que los recursos destinados a pensiones mantengan su poder adquisitivo constante. 





� Artículo 338. En tiempo de paz, solamente el Congreso, las asambleas departamentales y los concejos distritales y municipales podrán imponer contribuciones fiscales o parafiscales. La ley, las ordenanzas y los acuerdos deben fijar, directamente, los sujetos activos y pasivos, los hechos y las bases gravables, y las tarifas de los impuestos. 





La ley, las ordenanzas y los acuerdos pueden permitir que las autoridades fijen la tarifa de las tasas y contribuciones que cobren a los contribuyentes, como recuperación de los costos de los servicios que les presten o participación en los beneficios que les proporcionen; pero el sistema y el método para definir tales costos y beneficios, y la forma de hacer su reparto, deben ser fijados por la ley, las ordenanzas o los acuerdos. 





Las leyes, ordenanzas o acuerdos que regulen contribuciones en las que la base sea el resultado de hechos ocurridos durante un período determinado, no pueden aplicarse sino a partir del período que comience después de iniciar la vigencia de la respectiva ley, ordenanza o acuerdo. 





� Sentencia del 12 de noviembre de 2004, expediente 11604, CP. Juan Ángel Palacio Hincapié.





� Conforme con el objeto social secundario de la EPS Salud Total, puede realizar otro tipo de actividades como  invertir sus excedentes, otorgar créditos a terceros vinculados, intervenir en operaciones de financiamiento, gravar o dar en prenda sus activos, celebrar contratos de mutuo en dinero, adquirir bienes muebles e inmuebles, conformar patrimonios autónomos, adquirir acciones o participaciones en otras sociedades y prestar servicios de salud a terceros. (Folio 4 del expediente).





� Folios 95 a 118.





� Folios 51 a 79. 


� Presentada el 30 de abril de 1997.





� Presentada el 30 de abril de 2003.





� Presentada el 19 de abril de 2004.





� Artículo 34. Correcciones que disminuyan el valor a pagar o aumenten el saldo a favor. Para corregir las declaraciones que disminuyan el valor a pagar o aumenten el saldo a favor, se elevará solicitud a la Subdirección Administrativa de Impuestos, Rentas y Catastro Municipal, dentro del año siguiente al vencimiento del término para presentar la declaración.





La Administración debe practicar la liquidación oficial de corrección, dentro de los seis (6) meses siguientes a la fecha de la solicitud en debida forma; si no se pronuncia dentro de este término, el proyecto de corrección sustituirá la declaración inicial. La corrección de las declaraciones a que se refiere este artículo no impide la facultad de revisión, la cual se contará a partir de la fecha de la corrección o del vencimiento de los seis (6) meses siguientes a la solicitud, según el caso.





Cuando no sea procedente la corrección solicitada, el contribuyente será objeto de una sanción equivalente al 20% del pretendido menor valor a pagar o mayor saldo a favor, la que será aplicada en el mismo acto mediante el cual se produzca el rechazo de la solicitud por improcedente. Esta sanción se disminuirá a la mitad, en el caso de que con


ocasión del recurso correspondiente sea aceptada y pagada. La oportunidad para presentar la solicitud se contará desde la fecha de la presentación, cuando se trate de una declaración de corrección.





� CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN CUARTA. Consejera ponente: LIGIA LOPEZ DIAZ. Bogotá,  D.C., quince (15) de marzo de dos mil dos (2002). Radicación número: 25000-23-27-000-1998-0923-01(11463).





� CONSEJO DE ESTADO, SECCIÓN CUARTA. CP. William Giraldo Giraldo, expedientes 16785 y 16418, respectivamente.





� Artículos 1617 y 2232 del C.C.





� Artículo 242. Intereses a favor del contribuyente. El pago en exceso genera intereses moratorios a partir de los  noventa (90) días siguientes a la fecha de la presentación de la solicitud de devolución y hasta la fecha del giro del cheque o consignación de la suma devuelta.





� Decreto Municipal 523 de 1999. “Artículo 239. Requisitos para efectuar la devolución. El Subdirector Administrativo de Impuestos, Rentas y Catastro Municipal, ordenará devolver, previa las compensaciones a que haya lugar, los pagos en exceso originados en los impuestos municipales, dentro de los noventa (90) días siguientes a la fecha de la solicitud, previo el cumplimiento de los siguientes requisitos:…”








